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Resumen: En los últimos años presenciamos
signos cada vez más evidentes de corrupción y mani-
pulación de la responsabilidad delegada a los servido-
res públicos. El actual marco constitucional, a través
del principio de seguridad jurídica, actúa como garan-
tía de la responsabilidad e interdicción de la arbitrarie-
dad de los poderes públicos. En este contexto, desde
un enfoque ético y legal la Administración debe armar
un sistema inteligente de gobierno mediante el ejerci-
cio de una política virtuosa basada en el ejercicio de
buenas prácticas, entendidas como aquellas formas
óptimas de ejecución de un proceso o una actividad, a
través del respeto por la transparencia y la confianza
legítima, que proteja al ciudadano de manera persis-
tente en el tiempo y en su participación en los asuntos
públicos, planteando modelos de conductas deseables
–y extrapolables– a los servidores públicos y a los ciu-
dadanos. 
Palabras clave: Ética, Administración Pública,
Transparencia, Seguridad jurídica, Virtudes.
Abstract: In recent years we have increasingly
seen obvious signs of corruption and manipulation of
the delegated responsibility to public servants. The cu-
rrent constitutional framework, through the principle
of legal certainty, acts as a guarantee of responsibility
and interdiction of arbitrariness of public Administra-
tion. In this context, from an ethical and legal appro-
ach, the government should build an intelligent system
of ma-nagement through the exercise of a virtuous
policy based on best practices exercise. That it is un-
derstood as the best way to make the public services
from pu-blic Administration, through respect for trans-
parency and legitimate expectations, which protect
the citizen persistently over time and their participation
in public affairs, also providing desirable behaviors to
public servants and citizens.
Keywords: Ethics, Public Administration, Trans-
parency, Legal certainty, Virtues.
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INTRODUCCIÓN
A la luz del mandato constitucional dirigido a la Administración de “ser-
vir con objetividad los intereses generales y actuar de acuerdo con los princi-
pios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación,
con sometimiento pleno a la ley y al Derecho”1 nace la conexión con el inte-
rés general que constituye la vinculación mínima y necesaria que todo acto de
la Administración debe tener con el Derecho. Ello permite que esa actuación
se considere conforme al ordenamiento jurídico y que se respete así la exi-
gencia que deriva del principio de legalidad y, en última instancia, del princi-
pio de juridicidad2. De ese modo, tanto el respeto al principio de legalidad
como el sometimiento a la ley y los poderes públicos se convierten en la base
de nuestro Estado de Derecho3.
Al ser la Administración la encargada de satisfacer los intereses generales
de una población podemos comenzar señalando que, para el Tribunal Consti-
tucional, la consecución de los fines del interés general no es absorbida por el
Estado, sino que se armoniza en una acción mutua Estado-sociedad4 en cuyo
ejercicio mucho tiene que ver la formación de la cultura política, ya que el
ejercicio de la política se hace efectivo en nuestra vida diaria junto a princi-
pios superiores, como la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo polí-
tico. Sin embargo, presenciamos desalentadores y progresivos signos de co-
rrupción en el cumplimiento de las funciones delegadas por la sociedad a la
clase política. De ahí que en la sociedad se multipliquen de manera exponen-
cial los sentimientos de desafección hacia aquella, a lo que se añade el riesgo
de nuestro bipartidismo, tan alejado de la ciudadanía5.
Si es previsión constitucional la garantía de la responsabilidad y la inter-
dicción de la arbitrariedad de los poderes públicos, la ciudadanía está en la
obligación y el derecho de exigir la eliminación de cualquier forma de mani-
pulación y defraudación en la responsabilidad delegada. Especialmente en el
ejercicio de la confianza otorgada en quienes ejercen la política en general y en
quienes adoptan decisiones políticas en particular, es decir, la Administración.
Particularmente abrumadora para nuestro sistema de Derecho es la presencia
de cualquier forma de corrupción, que nos empuja a repensar nuestra cultura
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1 Artículo 103.1 CE.
2 Beladíez Rojo, M. (2000).
3 STC 101/1983.
4 STC 18/1984.
5 Ollero Tassara, A. (1994).
política, a exigir la presencia inquebrantable de la ética pública para lograr la
legitimidad en nuestra democracia y el buen gobierno como realidad y no
como objetivo, así como a buscar la ejemplaridad en toda función pública, pues
sin ética del gobierno no habrá posibilidad de lograr una eficaz y eficiente Ad-
ministración.
I. EL PRINCIPIO DE LA SEGURIDAD JURÍDICA
La seguridad jurídica es el efecto inmediato que garantiza nuestro Estado
social y democrático de Derecho6. Así, la ética se hace efectiva en la Adminis-
tración si se salvaguardan los principios que garantiza el artículo 9.3 CE
cuando establece que: “La Constitución garantiza el principio de legalidad, la
jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las dis-
posiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individua-
les, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrarie-
dad de los poderes públicos”. La seguridad jurídica no es sino la suma de
certeza y legalidad, jerarquía y publicidad normativa, irretroactividad de lo no
favorable, interdicción de la arbitrariedad, equilibrada de tal suerte que per-
mita promover, en el orden jurídico, la justicia y la igualdad en libertad7. Di-
cho principio permite vincular de manera inmediata la interdicción de la ar-
bitrariedad de los poderes públicos8, que se hará realidad gracias a la aplicación
del principio de confianza legítima, que protege la situación de los interesa-
dos9 cuando hayan actuado en la confianza de que su actividad puede mante-
nerse legalmente por haber sido consentida de manera persistente en el
tiempo10.
Nuestro Estado de Derecho aplica la realidad de que existe un someti-
miento a la ley que no hace sino darle preeminencia sobre la Administración,
la justicia y la sociedad11, logrando un Estado asentado en el principio de le-
galidad. Por tanto, el énfasis recae en la idea de sometimiento al Derecho más
que en la idea de Derecho, puesto que la existencia de normas no es un ele-
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6 Artículo 1.1 CE.
7 STC 27/1981, de 20 de julio.
8 SSTC 110/2015, de 28 de mayo de 2015, 140/2015, de 22 de junio de 2015 o 156/2014, de 25 de
septiembre de 2014.
9 Muñoz Machado, S. (1992).
10 Sentencia del TJCE Chomel, de 27 de marzo de 1990.
11 Galán Juárez, M. (2010).
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mento definitorio de un Estado. Y para que exista la seguridad jurídica y estén
garantizados los derechos y libertades de los ciudadanos es preciso que ley y
ética estén unidos12, toda vez que es el Derecho el que proporciona al hom-
bre que vive en sociedad la norma jurídica, que es la herramienta que consti-
tuye el marco legal dentro del cual ese ser humano ha de moverse, pero sin
olvidar que no puede desconocerse que la norma jurídica incorpora valores
éticos.
En este contexto, la actuación de la Administración está presente en la
ciudadanía “desde la cuna a la sepultura”, y debemos tender a conseguir el
ejercicio de una política virtuosa como instrumento para resolver los proble-
mas, porque hoy no nos enfrentamos tanto a la necesidad de un rearme mo-
ral como a la de construir un sistema inteligente de gobierno13. Así, aquella
institución debe dirigir su actuar de manera particularmente ética por sus efec-
tos y consecuencias en los miembros de la sociedad. En ese actuar, el Estado
habrá de garantizar los derechos de la ciudadanía mediante la necesidad de co-
municar a los cargos y funcionarios públicos los postulados ético-públicos que
deban ponerse en práctica en la correspondiente organización administrativa14.
La ética de esta acción política adoptará formas varias, entre las que es
notable el respeto por la transparencia y la confianza legítima, que protege al
ciudadano cuando haya actuado en la confianza de que su actividad puede
mantenerse legalmente por ser consentida de manera persistente en el
tiempo15. Esta perspectiva ética en la política supondrá, asegura el profesor
Rodríguez-Arana Muñoz, una aceptación por parte de la ciudadanía si se logra
una ligazón con los criterios sociales mediante la práctica de la virtud en quie-
nes la practican, ya que la corrupción más grave que acecha a la Administra-
ción es el ambiente de incompetencia o mediocridad de quien no es consciente
del elevado valor que tiene el servicio público, cualquiera que sea el puesto
que se ocupe en la maquinaria administrativa16. Esa corrupción eliminará cual-
quier realidad de materialización del principio de seguridad jurídica, pues la
confianza del ciudadano en sus representantes y en la toma de decisiones po-
líticas y jurídicas quedará aislada de la aceptación ciudadana. Así, por ser pos-
tulado democrático, la confianza y sus límites en el titular del poder tienen ca-
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12 Rodríguez Llamosí, J.R. (2010).
13 Entrevista a Daniel Innerarity, en 2013, Auditoría Pública, Sevilla, nº 59, p. 6.
14 García Mexía, P.L. (2001).
15 Muñoz Machado, S. (1992).
16 Rodríguez-Arana Muñoz, J. (1996).
rácter fiduciario y transeúnte, resultando que la Administración Pública es un
elemento necesario de la organización del Estado, sostiene Meilán Gil17, y
añade: “en otras palabras, eso significa su carácter permanente y estable desde
el punto de vista de su cometido constitucional dentro del Estado: servir con
eficacia al interés general. Se trata de un poder público pero subordinario o
vicarial, que actúa no solo sometido al imperio del Derecho, sino también bajo
la dirección de la Administración”.
La seguridad jurídica tiene que presidir la sociedad participativa, así como
estar rodeada de un clima de ética en las decisiones públicas en el entorno que
el ordenamiento jurídico habilita al ciudadano, puesto que en el artículo 10.2
CE se afirma que “las normas relativas a los derechos fundamentales y a las li-
bertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con
la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos in-
ternacionales sobre las mismas materias ratificados por España”. Esto se rela-
ciona con el artículo 21 de la Declaración Universidad de los Derechos Hu-
manos, de 10 de diciembre de 1948, que contempla que “toda persona tiene
derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de
representantes libremente escogidos, así como derecho de acceso en condi-
ciones de igualdad a las funciones públicas de su país, y que la voluntad del
pueblo es la base de la autoridad del poder pública, expresada mediante elec-
ciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio uni-
versal e igual, y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que ga-
rantice la libertad de voto”. A su vez, el artículo 25 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, de 19 de diciembre de 1966, ratificado por Es-
paña, contempla que “todos los ciudadanos gozarán del derecho a participar en
la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de represen-
tantes libremente elegidos, así como a votar y ser elegido en elecciones perió-
dicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto
que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, teniendo ac-
ceso en condiciones generales de igualdad a las funciones públicas de su país”.
Aquellas regulaciones deben vincularse con nuestra Constitución de
1978, que concibe la participación en los asuntos públicos como un derecho
fundamental de los ciudadanos en su artículo 23, y garantiza su ejercicio en el
artículo 55. Esta participación, que puede ser directa o representativa, se hará
efectiva por los poderes públicos, por imperativo del artículo 9.2 CE, al “faci-
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litar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social”. En definitiva, la Constitución buscó dar protagonismo a la
ciudadanía y no limitarse a garantizar el derecho al voto periódicamente, sino
que insistió en garantizar la participación de los ciudadanos en los asuntos pú-
blicos de manera activa. Ejemplos que lo confirman son: el reconocimiento
del derecho a ser oídas las organizaciones de consumidores y usuarios (art. 51),
el derecho de petición individual y colectiva (art. 29), o la participación libre
y eficaz de la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural
(art. 48).
Junto a la cláusula de transformación del artículo 9.2 CE debemos refe-
rirnos al artículo 23.1 CE, que dispone que: “Los ciudadanos tienen el dere-
cho a participar en los asuntos públicos directamente o por medio de repre-
sentantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal”.
Ese derecho está conectado con el de sufragio pasivo18, que consagra el me-
dio de ejecutar la soberanía que reside en el pueblo español19. No obstante,
junto a la participación de este artículo 23 CE, en el texto constitucional se
encuentran otras manifestaciones participativas, según la STC 119/1995, de
17 de julio, en los artículos constitucionales, a saber 48, 27, 105 y 125.
II. LA SEGURIDAD JURÍDICA Y LA TRANSPARENCIA
El comportamiento administrativo tiene que orientarse a la satisfacción
de los intereses generales por previsión constitucional. Para ello se le deben
otorgar y reconocer a la Administración determinados poderes, competencias
y facultades cuyo ejercicio le permite perseguir los fines públicos que le son
propios20.
Para la legalidad de la actuación administrativa deberá ser preponderante
el fin de interés público y el respeto al equilibrio contractual, conectando el
ejercicio de las potestades administrativas con la satisfacción del interés pú-
blico, que, según apunta el profesor Meilán Gil, es lo que da razón de ser a la
Administración Pública21. Aquél es la expresión de las «necesidades sociales»
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y el hoy principio constitucional de eficacia equivale a lo que genérica y tra-
dicionalmente se llama «buena Administración»22.
Se trata, como manifiesta la profesora del Saz, de conectar directa o in-
directamente la actuación de cualquier entidad perteneciente al sector público
con la satisfacción de necesidades de interés general23. La confianza legítima se
encuentra como principio, y no es sino la realidad según la cual la Adminis-
tración tiene que actuar siempre de forma que sus actuaciones, tanto por la
forma como por el fondo, puedan provocar confianza en el administrado24. Y
en su construcción concurren otros, tales como la buena fe y la seguridad ju-
rídica25. En este último tienen cabida reglas y principios básicos para la pro-
tección de los derechos: la prescripción, la no retroactividad, la exhaustividad
y la publicidad de los actos26.
Si por mandato constitucional, artículo 103, la Administración pública
tiene la obligación de que su actuación esté presidida por el servicio objetivo
al interés general, esta nota de objetividad, que tanto tiene que ver con la ra-
cionalidad y la argumentación lógica, permite al juez contencioso-adminis-
trativo controlar jurídicamente, como dispone el artículo 106 CE, el someti-
miento, en su actuar, de la Administración a los fines de interés general que la
justifican27.
Por bien, si España goza de un Estado de Derecho28 es porque todos los
actos y decisiones se encuentran sujetos al respeto de la legalidad, al igual que
los poderes públicos se encuentran sujetos a la Constitución y al resto del or-
denamiento jurídico. Este agarre desemboca inmediatamente en la necesidad
de hacer realidad esos principios generales en todos los sectores de interven-
ción administrativa. Entre esos principios, el de seguridad jurídica no ocupa
un lugar menor y encuentra su mejor y más cumplida expresión en la trans-
parencia de la actuación jurídico-política.
El principio de transparencia29 tiene carácter normativo y mediante él se
salvaguarda el interés público. Así, en palabras del profesor de la Torre
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27 Rodríguez-Arana Muñoz, J. (2010).
28 Artículo 1.1 CE.
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REVISTA EMPRESA Y HUMANISMO / VOL XIX / Nº 2 / 2016 / 153-178160
Nieto30, se da una conjunción entre la defensa y la promoción del interés pú-
blico, causa de los contratos públicos, que implica la sujeción de la voluntad
administrativa en lo tocante a la finalidad a perseguir, y el de buena adminis-
tración, que se refiere a los medios a emplear y que supondrá sujetar estos con-
tratos a un régimen especial administrativo que asegure el mejor cumpli-
miento de los fines administrativos, garantice el buen uso de los dineros
públicos y evite los posibles abusos de los contratistas, según manifiesta Ave-
zuela Cárcel31.
En clave comunitaria, la transparencia es fundamento para la verdadera
integridad, pues va unida al derecho a la buena administración, previsto en el
artículo 41 de la Carta de los Derechos fundamentales de la Unión Europea e
incorporado a nuestro ordenamiento jurídico por medio de la Ley orgánica
1/2008, de 31 de julio. El principio de transparencia que guía la actuación tu-
telante de los intereses públicos en el actuar administrativo surge de los prin-
cipios establecidos en las Directivas comunitarias sobre contratos públicos32.
En concreto, el Libro Verde. La contratación pública en la Unión Europea: refle-
xiones para el futuro, de la Comisión Europea de 27 de noviembre de 1996, y el
Libro Verde sobre la generalización del recurso a la contratación pública electrónica en
la UE, de la Comisión Europea de 18 de octubre de 2010, invitaban a aplicar
una política más abierta de la contratación pública para que los procedimien-
tos de contratación fueran más justos, transparentes y no discriminatorios.
Procuraban así reducir el riesgo de fraude y corrupción en las administracio-
nes, además de buscar la eficiencia en el uso más eficaz de los fondos públi-
cos, por medio de instrumentos flexibles y fáciles de usar que hagan transpa-
rentes y competitivas las adjudicaciones de contratos públicos.
En clave nacional se canaliza mediante la necesaria aplicación del prin-
cipio de transparencia a la actuación administrativa con la regulación estatal
de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la informa-
ción pública y buen gobierno, a la que acompañará la normativa autonómica.
En cualquier caso, la transparencia se enmarca en los previsiones del preám-
bulo, tanto de la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública, como de la Ley
19/2013, cuyos objetivos no son sino lograr un modelo de gestión pública
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asentado en principios básicos, para reforzar la democracia y conseguir la con-
fianza ciudadana en las instituciones públicas.
Según el profesor Baño León, entre estos principios generales de la con-
tratación pública: libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transpa-
rencia de los procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre los
candidatos, el de seguridad jurídica del artículo 9.3 CE aconseja sin duda que
los conceptos jurídicos se interpreten unívocamente33. Así, desde el punto de
vista normativo se señala la dimensión comunitaria del sector contractual por
cuanto la contratación pública constituye, sin duda alguna, uno de los secto-
res en los que el desarrollo del Derecho comunitario ha llegado más lejos,
apunta el profesor Moreno Molina34. De hecho, la obligatoria incorporación
de las disposiciones comunitarias se pone de manifiesto, señala el profesor Gi-
meno Feliú35, en que la experiencia práctica pone de relieve que la regulación
de la legislación española no cumple adecuadamente con las exigencias de cla-
ridad y certidumbre en este aspecto, por exigencia del Tribunal de Justicia de
la Comunidad Europea (entre otras, Sentencia de 6 de mayo de 1980), lo que
requiere la incorporación de las normas comunitarias (2010). Así, en materia
de modificación contractual, desde la sentencia “Succhi di Frutta” de 29 de
abril de 2004 no pueden utilizarse abusivamente con merma de los principios
de transparencia e igualdad de trato de los licitadores. Lo que lleva a deducir,
con el profesor González-Varas Ibáñez, que el Derecho europeo persigue
como objetivo básico asegurar la transparencia, la objetividad y la no discri-
minación (artículo 12 del Tratado y Sentencia de 22-6-1993, asunto C-243/89)
en la adjudicación de los contratos, para garantizar el establecimiento del mer-
cado interior y evitar que la competencia resulte falseada36.
Esta realidad del principio de seguridad jurídica se encuentra enraizada
en otro de los valores superiores del ordenamiento jurídico reconocidos en el
artículo 1.1 CE, como es el pluralismo político. Para la jurisprudencia consti-
tucional quedó resaltado su papel básico en el sistema democrático (STC
3/1981), con la particularidad de que, según la STC 119/1990, la referencia
al “respeto a la Constitución” en el artículo 6 CE se debe interpretar como
mera aceptación de las reglas del juego en sentido procedimental y no como
adhesión ideológica, así como permitir contemplar en el marco de la Consti-
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tución diversas soluciones legales (STC 6/1984). Al ser los partidos políticos
la correa de transmisión y ejecución del poder ejecutivo, esto conecta con el ya
mencionado artículo 103.1 CE, en el que se afirma que “la Administración pú-
blica sirve con objetividad a los intereses generales”.
En el ámbito de la justificación ética del comportamiento político y de la
seguridad jurídica de sus actos en general, y de la contratación en particular, es
trascendental la gangrena que supone la corrupción política, toda vez que un
factor de nuestra actual cultura política es el desafecto hacia la política, en el
que la corrupción tiene una importantísima responsabilidad. En ese sentido, el
profesor Carro Fernández-Valmayor advierte que la actuación de la Adminis-
tración Pública vinculada a los intereses generales debe, naturalmente, tener
como base los derechos fundamentales y las libertades públicas37. Sólo a par-
tir del estricto respeto a éstos se puede hablar de valores y reglas de conducta
ética de las Administraciones públicas, evitando caer en un indeseable relati-
vismo. Así como puede decirse que los intereses generales, a los que expresa-
mente se refiere nuestra Constitución, conforman, si se quiere, y desde la pers-
pectiva aquí adoptada, una «ética de los fines constitucionalizada»,
positivizada, convertida por ello en criterio de estricta legalidad, a la que se
conectan valores instrumentales de indudable carga ética, tales como la efica-
cia, la eficiencia, la objetividad o la neutralidad.
Analizada la conexión entre el principio de seguridad jurídica y la nece-
saria transparencia en la actuación pública, parece conveniente considerar uno
de los sectores en los que la intervención de la Administración se muestra con
toda su potestad y en el que deben preservarse con mayor elaborada mesura
los procedimientos legales, esto es, el sector de la contratación pública.
III. LA SEGURIDAD JURÍDICA EN LA ADJUDICACION DE LOS
CONTRATOS PUBLICOS
Nuestro Estado de Derecho se fundamenta en el respeto y la protección
de los principios máximos reconocidos en nuestro texto constitucional por
parte de los poderes públicos. Entre ellos, la legalidad y la seguridad jurídica
están reconocidos expresamente en los artículos 9.3 y 103.1 CE. Según el Tri-
bunal Constitucional, la seguridad no es sino la posibilidad de que el ciuda-
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dano disponga de una “expectativa razonablemente fundada en cuál ha de ser
la actuación del poder en aplicación del Derecho”38 y su respeto por la Admi-
nistración Pública le hace servir eficazmente al interés general, que por man-
dato constitucional está obligada a velar.
Por su parte, el profesor Ariño Ortiz, para quien la más gloriosa tradi-
ción jurídica que el mundo ha conocido desde Roma afirmará, sin la más mí-
nima sombra de duda, la fuerza vinculante de los contratos en los que entra el
soberano, remarcó con estas palabras la vinculación entre la seguridad jurí-
dica, el contrato público y la política39. La consolidación del sistema demo-
crático depende de que en la cultura y en los valores políticos de la ciudadanía
se instale la convicción de su conveniencia, ya que sin su apoyo poco futuro
para la democracia cabe esperar40.
Descendiendo al campo de la adjudicación contractual, puesto que es
principio básico de la contratación que los términos de un contrato no pue-
den quedar a la libre discrecionalidad de una de las partes sin que esto suponga
la eliminación de la discrecionalidad administrativa41, el Estado de Derecho
alberga una serie de garantías en los procedimientos administrativos de adju-
dicación contractual, entre las que destaca la motivación de estas decisiones42.
En el campo de la contratación pública, la motivación en la decisión de
adjudicación del contrato, en cuanto que decisión de la Administración, es
base del respeto a la seguridad jurídica. El 8 de julio de 2015 el Tribunal de
Justicia de la Unión Europea dictó la sentencia as C-536/11 en la que proce-
dió, de nuevo, a marcar diferencias entre los criterios de selección y de la ad-
judicación de los contratos públicos. En esa sentencia resulta destacable el re-
quisito que debe acompañar al acto de la adjudicación: su motivación. En este
sentido, procede destacar la motivación en toda la actuación administrativa, y
el de los contratos públicos resulta un campo de aplicación rigurosa para la
salvaguarda de diversos intereses de los administrados. Esta actividad admi-
nistrativa entronca directamente con las garantías que el Derecho Adminis-
trativo brinda al ciudadano: el procedimiento como vehículo de manifestación
de la voluntad de la Administración, la audiencia al ciudadano, la motivación
de ciertos actos administrativos, los recursos en sede administrativa y juris-
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diccional, así como la presencia tanto de las prerrogativas administrativas en la
interpretación, modificación y resolución contractual, como la discrecionali-
dad que el ordenamiento jurídico brinda a dicha Administración en distintos
sectores43 y sin perjuicio de su control judicial44. La discrecionalidad adminis-
trativa, pues, no obsta la existencia de la garantía del recurso especial en ma-
teria de contratación, un mecanismo consagrado en los artículos 40 y ss.
TRLCSP, en los que se establece que “Serán susceptibles de recurso especial
en materia de contratación previo a la interposición del contencioso-adminis-
trativo, los actos relacionados en el apartado 2 de este mismo artículo, cuando
se refieran a los siguientes tipos de contratos que pretendan concertar las Ad-
ministraciones Públicas y las entidades que ostenten la condición de poderes
adjudicadores”.
Como resultado del mismo recurso podemos volver a citar la Sentencia
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (STJUE) de 8 de julio de 2015,
as C-536/11, que resolvió a favor de la Comisión Europea el recurso inter-
puesto contra la adjudicación de contratos marco de servicios, en particular,
servicios informáticos de desarrollo y mantenimiento de software, consulto-
ría y asistencia para diferentes tipos de aplicaciones informáticas; las empresas
demandantes eran European Dynamics Luxembourg S.A., European Dynamics
Belgium S.A. y Evropaïki Dynamiki-Proigmena Systimata Tilepikoinonion Pliro-
forikis kai Tilematikis AE, que formaban un consorcio contra la Comisión Eu-
ropea cuyo objeto era la pretensión de anular la decisión de la Oficina de Pu-
blicaciones de la Unión Europea, de 22 de julio de 2011, por falta de
motivación.
La jurisprudencia comunitaria nos muestra, pues, este requisito de la mo-
tivación en la adjudicación del contrato público, que define como formalidad
sustancial45 y que renueva criterios remarcados y seguidos por la jurispruden-
cia interna, así como por el Tribunal Administrativo Central de Recursos Con-
tractuales (TACRC). Así, su doctrina resulta básica para garantizar el respeto
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a los principios generales de la contratación y, con ello, evitar la indefensión
del afectado; para ello, la motivación de la adjudicación debe ser clara y sufi-
ciente, de modo que el licitador afectado pueda, en su caso, configurar de ma-
nera eficaz su recurso o reclamación; esto es, un “recurso suficientemente fun-
dado contra la decisión”. Ese derecho de defensa se relaciona con el derecho
a la protección de los intereses y secretos técnicos del licitador adjudicatario,
para lo cual el TACRC busca una interpretación de equilibrio, de forma que
ninguno de ellos se vea perjudicado más allá de lo estrictamente necesario46.
Asimismo, es interesante señalar que en la STJUE de 20 de septiembre
de 2011 se anuló la adjudicación de un contrato de asistencia para el mante-
nimiento, apoyo y desarrollo de un sistema informático porque se había in-
fringido el requisito de la motivación47. En particular, en el procedimiento se
acreditó la vulneración de los principios de igualdad de trato y transparencia
y, por lo que a nuestro análisis se refiere, fue anulada la decisión de adjudica-
ción por falta de motivación al no haberse informado a la demandante, en el
plazo más breve, de la adopción de la decisión impugnada; este hecho le pro-
vocó a la demandante la imposibilidad de elaborar un recurso efectivo, ya que
tuvo conocimiento de la adjudicación “una vez que, en principio, la decisión
impugnada había agotado sus efectos con la firma y la entrada en vigor del
acuerdo marco”.
Por lo que hace a nuestra jurisprudencia (STS 16 de julio de 2001), para
el órgano de contratación, la motivación implica aplicar los criterios de selec-
ción recogidos en el pliego a las propuestas presentadas, de manera que los li-
citadores sepan “con exactitud y precisión el cuándo, cómo y por qué de lo re-
suelto por la Administración”. Esta motivación de la decisión administrativa de
adjudicación de los contratos públicos está directamente vinculada con el res-
peto al principio de igualdad de trato y de transparencia (STJUE de 29 abril
2004. TJCE 2004\125 «Succhi di Frutta»). El TACRC, en su Resolución nº
637/2015, de 10 de julio de 2015, en la reclamación presentada por falta de
motivación del acuerdo de adjudicación, remarcó la obligación de las entida-
des contratantes de informar, de poner en conocimiento de los titulares de in-
tereses legítimos o de derechos subjetivos afectados, las decisiones adminis-
trativas que adopten en el procedimiento de adjudicación, así como sus
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elementos de juicio, su motivación, para poder, en su caso, servirles de funda-
mento en orden a formular las reclamaciones que consideren oportunas como
afectados48.
Además, la extensión de la motivación no tiene que ser total ni ilimitada
pues, en el supuesto de que la resolución de adjudicación49 no cumpliera con
las exigencias del artículo 151.4 TRLCSP: (“la adjudicación deberá ser moti-
vada, se notificará a los candidatos o licitadores y, simultáneamente, se publi-
cará en el perfil de contratante. La notificación deberá contener, en todo caso,
la información necesaria que permita al licitador excluido o candidato descar-
tado interponer, conforme al artículo 40, recurso suficientemente fundado
contra la decisión de adjudicación”), el criterio del TACRC es que no era ne-
cesario que se reprodujese el informe de valoración y sí que la motivación
fuera racional y suficiente, de modo que los interesados tuvieran el debido co-
nocimiento de los motivos del acto para poder defender así sus derechos e in-
tereses50. A pesar de esa falta de motivación, en este caso sí constaba que el re-
currente había tenido acceso al informe de la valoración técnica, lo que
eliminó cualquier indefensión material51.
En conclusión, la doctrina que se desprende de la STJUE de 8 de julio de
2015, as C-536/11, permite remarcar la garantía de la seguridad jurídica en
materia de contratación pública para todos los licitadores mediante una ade-
cuada motivación de la adjudicación. Esta actuación administrativa supone sal-
vaguardar el respeto que la Administración debe, en sus decisiones y actua-
ciones, al principio de seguridad jurídica. La seguridad jurídica, como base de
todo nuestro Estado de Derecho, hace realidad la idea de la previsibilidad en
cuanto certeza52 ante las actuaciones de la Administración, la permisibilidad
de acceso en igualdad de condiciones al órgano jurisprudencial y la confianza
en la objetividad de cualquier decisión con consecuencias en su esfera de in-
tereses. Y la seguridad jurídica se une a la idea de la justicia pues, en palabras
del Tribunal constitucional (STC 147/1986, de 25 de noviembre), “para per-
mitir el desenvolvimiento adecuado del tráfico jurídico y garantizar la con-
fianza de los ciudadanos en su funcionamiento, la justicia material ha de ce-
der paso a la seguridad jurídica”.
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Para garantizar la confianza de los ciudadanos es indispensable, como he-
mos venido argumentando a lo largo del trabajo, la necesaria vinculación de
los actos de la Administración con el Derecho en su relación con la sociedad.
Solo cuando la relación Estado-sociedad es conforme al ordenamiento jurí-
dico y los poderes públicos sujetan su actuación al mismo ordenamiento, la
participación de los ciudadanos goza de los principios de libertad, igualdad y
legalidad (STC 101/1983).
Aunque ésta es la base de nuestro Estado de Derecho, no podemos de-
ducir de aquí que el mero cumplimiento normativo se traduzca en actitudes
confiables de los ciudadanos hacia el diario ejercicio de la Administración Pú-
blica en el cumplimiento de sus funciones. Como señalamos en la introduc-
ción, la formación de la cultura política de los ciudadanos juega un papel esen-
cial. Y, como parte de ella, se encuentra el desarrollo de las actitudes
ciudadanas hacia el cumplimiento de los principales deberes de los ciudada-
nos especificados en cada ordenamiento jurídico.
El desarrollo de actitudes por parte de los ciudadanos y servidores públi-
cos no puede deducirse exclusivamente de la previsión constitucional. Si bien
ésta garantiza el recto uso de los poderes públicos, se requiere una efectiva y
afectiva participación de ambos.
Por tanto, pasamos del plano normativo al enfoque ético, que permitirá
el respeto por la transparencia y la confianza53 mediante el desarrollo de las
buenas prácticas en el ejercicio de sus deberes ciudadanos a partir del concepto
de virtud, como asegura el profesorRodríguez-Arana Muñoz, para recuperar
no solo el “elevado valor que tiene el servicio público”54, sino para desarrollar
aquellas actitudes, desde la perspectiva del mejoramiento personal de los ser-
vidores públicos y de los que son objeto de aquel acto de servicio, que superen
el actual clima de corrupción en el que se halla instalada la Administración Pú-
blica en todos sus niveles.
IV. LAS BUENAS PRÁCTICAS EN LA ACTUACIÓN DE LA
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
Si acudimos al diccionario de la Real Academia, la palabra “corrupción”
significa “la acción y efecto de corromper”, es decir, “alterar y trastocar la
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forma de alguna cosa, viciándola”. Es llamativo observar cómo la Real Acade-
mia se refiere especialmente a la esfera pública cuando quiere aplicar el con-
cepto de corrupción, así: “En las organizaciones, especialmente en las públi-
cas, es la práctica consistente en la utilización de funciones y medios de
aquellas en provecho de los gestores. Por ello no es solo necesario regular la
arbitrariedad de los poderes públicos, en concreto de la Administración, sino
también la eliminación de cualquier forma de manipulación y defraudación en
la responsabilidad delegada, en el ejercicio de la confianza otorgada en quie-
nes ejercen la política en general y quienes adoptan decisiones políticas”.
Sin embargo, la presencia de diversas formas de corrupción está cada vez
más extendida en nuestra sociedad en general y en la Administración en par-
ticular. Esto nos lleva a proponer fórmulas que mitiguen su efecto negativo en
los decisores públicos.
Uno de los factores que ayudan a legitimar el buen gobierno es el desa-
rrollo de buenas prácticas, entendidas como aquellas formas óptimas de la eje-
cución de un proceso o una actividad en el ejercicio de la potestad que demo-
cráticamente asumen los ejecutores de las políticas públicas. En este sentido,
la ejemplaridad de los servidores públicos en su actuación no solo radica en el
uso eficiente de los recursos disponibles para un mejor servicio público, sino
también en hacerlo de acuerdo con los parámetros de “transparencia” y “se-
guridad jurídica” que ofrece el Estado de Derecho. Así, la Administración
debe “servir con objetividad los intereses generales… con sometimiento pleno
a la ley y al Derecho”55.
Para el servicio de aquellos intereses no solo es necesaria la predisposi-
ción del Estado o de sus servidores públicos, sino que es necesario también,
como señalamos en el primer apartado del trabajo, la acción mutua Estado-
sociedad. Es decir, además de los elementos de carácter normativo emanados
de la autoridad pública se debe tener en cuenta a los ciudadanos, su concien-
cia cívica y su aporte cultural dentro de unos principios de actuación libre,
justa e igualitaria en un marco de pluralismo político. La presencia de estos
principios contribuye no solo a la eliminación de cualquier forma de manipu-
lación y defraudación en la responsabilidad delegada, sino también a la co-
rrecta participación de los ciudadanos en la actividad administrativa. De otro
modo, la participación de aquellos en procesos de contratación injustos y de-
siguales, donde se prohíbe la libre concurrencia propia de un régimen falto de
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libertad, dificultaría mucho el adecuado sentido y significado de la práctica de
la Administración.
Para conocer el sentido de las buenas prácticas, así como su desarrollo
tanto para los servidores públicos de la Administración como para los ciuda-
danos, es necesario conocer previamente qué se entiende por aquellas en el
contexto de la Administración Pública.
IV.1. Noción de buenas prácticas
Debemos hacer la aproximación al concepto de buenas prácticas como
servicio óptimo prestado o recibido por la Administración desde una dimen-
sión eminentemente ética. La propuesta que desarrollaremos en este apartado
explica por qué es metodológicamente más acertado analizar la “transparen-
cia” y la “seguridad jurídica” en la actividad administrativa desde un plano más
eminentemente ético que normativo.
Así, en la base de conducta de cualquier individuo en el seno de la Ad-
ministración, ya sea servidor público o destinatario de aquellos servicios, en
algún momento de su actuar profesional emerge la pregunta: “¿Qué es lo
bueno para mí?”. De este modo, tanto para el que presta el servicio como para
el receptor del mismo se cuestionan qué tipo de acciones se deben llevar a cabo
para alcanzar ese objetivo56. Desde una perspectiva más generalizada la pre-
gunta se formularía de otra forma: “¿Qué es el bien como tal para cualquier
ciudadano en tanto que ser humano?”57.
Trasladando aquellas preguntas al contexto de la Administración Pública
respondemos que el concepto de “bien” para dicha institución es la aplicación
de aquellos principios de actuación que permiten cumplir el fin para el que di-
cha institución ha sido constituida, que no es otro que “servir con eficacia al
interés general…con sometimiento pleno a la ley y al Derecho”. De un lado, pre-
servando así de todo principio de corrupción que nace de la prevalencia del
interés personal por encima de otros usos que toda ostentación de responsa-
bilidad puede llevar consigo. Y de otro, sometiendo todas las actuaciones de la
Administración a las normas según directrices que orientan la conducta, y a
sistemas de supervisión y control de corte sancionador58.
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De acuerdo con la búsqueda del “interés general”, su actuar debe pre-
servar además, en el ejercicio diversas funciones, aquellas otras que se derivan
de las buenas prácticas en las principales materias que se refieren y deducen
de su actuar, como “seguridad jurídica”, “transparencia administrativa”, in-
terpretación de las normas “conforme a la Declaración Universal de Derechos
Humanos”, “promoción del interés público”, “respeto al equilibrio contrac-
tual” y “desarrollo de una sociedad participativa”. De tal modo que aquellas
deben informar cualquiera de los principios de la actuación administrativa: efi-
cacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación59.De ello
se deduce que no podría entenderse una efectiva actividad pública –sin la clara
predisposición por parte de los servidores públicos en la responsabilidad de-
legada que ostentan– sin una permanente presencia de aquellas buenas prác-
ticas en defensa del interés general del administrado. De ahí que pasemos a
analizar el proceso por el que se fijan aquellas.
Desde el momento en que estas prácticas o bienes son conocidos, tanto
por los servidores como por los objetos del servicio público, pasan a ser fines
que orientan la conducta de los servidores públicos. En este sentido, en el pro-
ceso de aplicación de aquellas prácticas “el individuo se descubre a sí mismo
inevitablemente como un ser que se erige según normas hacia fines que son,
en tanto que fines, reconocidos como bienes”60.
Sin embargo, la consecución de aquellos fines entendidos como bienes
no puede partir exclusivamente desde el señalamiento normativo (pues algu-
nas de las buenas prácticas están recogidas en el ordenamiento, como se men-
ciona en los tres primeros apartados) sino que exige un proceso de reflexión
desde un contexto eminentemente ético. De hecho, la “transparencia admi-
nistrativa” y la “seguridad jurídica” (al igual que el resto de prácticas) se apli-
carían incorrectamente en la actuación pública si tan solo se contemplaran
desde un plano meramente legal.
Eso se debe a que el desarrollo de aquellas prácticas deriva inicialmente
no de una imposición legal, sino de una actitud positiva de los empleados ha-
cia el desarrollo del bien de la Administración, lo cual va más allá del cumpli-
miento de las normas especificadas en la norma. Desde este enfoque surge,
por tanto, la “ética de las buenas prácticas” (o virtud)61, que se ocupa de ana-
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lizar los rasgos de las personas que son necesarios para actuar responsable-
mente62, describiendo qué valores nos permiten llegar al bien o fin de la Ad-
ministración y la manera de alcanzarlos63.
La determinación de buenas prácticas para cada uno de los servicios re-
quiere un proceso reflexivo que permita adecuar el contenido general a los
contenidos particulares. En ese proceso, la Administración debe hacer el es-
fuerzo de describir los valores y la manera de alcanzarlos (diligencia, constan-
cia, afán de servicio, profesionalidad, prontitud, trabajo en equipo, etc.).
La virtud, por tanto, guía el actuar del comportamiento humano en la
Administración, de forma que tanto los bienes como las normas, y especial-
mente las buenas prácticas, se aúnan en la acción humana: por la razón cono-
cemos el bien (ya sea para la Administración como institución, el directivo o
el empleado), y de ese conocimiento surgen normas que nos ayudan a definir
qué debemos hacer para conseguirlo; por la voluntad queremos el bien, y al
dirigirnos hacia él desarrollamos una serie de virtudes que nos ayudan a al-
canzar las buenas prácticas. El bien atrae, provoca la apertura del hombre ha-
cia él; así, las normas y las buenas prácticas desarrolladas a través de la virtud
hacen más fácil el cumplimiento del deber64.
Llegados a este punto se entiende que, si nos situamos solo en la dimen-
sión normativa de la ética, lejos de la orientación al bien de los servidores pú-
blicos, la Administración se entiende exclusivamente en términos de cumpli-
miento (compliance) y su actuar ético se circunscribe a un código de conducta.
Por el contrario, al ser la ética una ciencia práctica, el “saber práctico”65 dirige
la conducta66, guía la conducta para alcanzar en su actuar la seguridad jurídica,
la transparencia administrativa, la interpretación de las normas conforme a la
Declaración Universal de Derechos Humanos, la promoción del “interés público,
el respeto al equilibrio contractual y el desarrollo de una sociedad participa-
tiva”.
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Así, como todo saber directivo en la Administración, la búsqueda de las
buenas prácticas sitúa las decisiones en un doble plano: resultado material y
justicia personal. El primero aborda desde el plano de eficacia y eficiencia ma-
terial los resultados alcanzados que benefician directamente a la Administra-
ción. A través del segundo, las buenas prácticas contribuyen a dar a cada em-
pleado lo que le corresponde, en justa compensación por los resultados
obtenidos, aportados a la Administración. Por tanto, las decisiones del direc-
tivo público a partir de aquellas prácticas van más allá de los estándares de
comportamiento fijados en las normas por los decisores públicos de las insti-
tuciones67.
Dicho de otro modo, la dualidad “resultado material-justicia personal”
puede entenderse en los términos aristotélicos poiesis-praxis, según el tipo de
actividad desarrollada. La primera se centra en el resultado de lo conseguido,
en el objeto externo resultante, mientras que la praxis se ocupa del resultado
subjetivo, es decir, de la actividad reflexiva que todo servidor público debe re-
alizar para la consecución de las buenas prácticas, en forma de habilidad, co-
nocimiento o hábito adquirido, y cuyo resultado no es un determinado tra-
bajo sino un hábito operativo, la excelencia o “virtud”. El individuo, al
desarrollar las buenas prácticas, no solo es agente y paciente, origen y destino,
sino que participa en un proceso de “auto-perfección” desarrollando así sus
habilidades o virtudes, como afirman Sison y Fontrodona68.
Así, a partir de aquellas dualidades y a la luz de las buenas prácticas po-
demos catalogar tres tipos de decisiones, que hemos denominado como de pri-
mera, segunda o tercera generación según donde sitúen el fin de la acción. En
el primer caso, el individuo valora la decisión según su propio beneficio, por
encima del cumplimiento de la normativa, advirtiendo una clara falla en la
conducta del servidor público y lo requerido por la Administración. En un ni-
vel ético superior, segunda generación, estarían aquellos que ajustan su interés
personal a los requerimientos de la normativa aplicable en cada territorio y
Administración, mientras aquella esté en vigor. En este sentido, las normas
“obligan” a cumplir unos “mínimos” necesarios para una mejor convivencia
de las personas con la Administración.
Pero en el proceso de toma de decisiones entran en juego otros factores
que se escapan a la norma, ya que forman parte de la “excelencia” del actuar,
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o “virtud”, y que podemos llamar decisiones de “tercera generación”. En ellas
hay una clara prioridad por desarrollar comportamientos éticos para alcanzar
el bien de la Administración a través de la búsqueda de las buenas prácticas.
Pasamos así de un comportamiento individualista (primera generación),
falto –en muchos casos– de referencias sobre el cómo y por qué actuar ética-
mente, a un comportamiento normativo (segunda generación), donde las re-
ferencias son impuestas de acuerdo con leyes estipuladas por consenso, que se
refieren a problemáticas comunes en un determinado territorio. En el tercer
nivel, cada recurso, cada bien, está rodeado de una serie de conductas finalis-
tas basadas en las “buenas prácticas”, que permiten a la persona contribuir de
manera decisiva al desarrollo de comportamientos éticos en orden a asegurar
la transparencia y la seguridad jurídica de las actuaciones de la Administra-
ción. Hablamos entonces de actitudes de “tercera generación”, que identifi-
camos con la conciencia ética o virtud, y que deben incluirse en todo plante-
amiento ético69.
La ética, por tanto, no solo soluciona los dilemas concretos de las perso-
nas y las organizaciones. También, y gracias al esfuerzo por desarrollar bue-
nas prácticas en la Administración, la persona es capaz de alcanzar –mediante
el ejercicio de las virtudes– un modelo de conducta deseable –y extrapolable–
a otras personas. Estamos hablando, por tanto, de un “empleado o directivo
ejemplar”, un “modelo de persona” cuya actitud es digna de ser promocionada
tanto por organizaciones privadas como públicas.
CONCLUSIONES
El papel asumido por la Administración en servicio de los intereses ge-
nerales con sometimiento pleno al Derecho no se concibe sin la acción mu-
tua Estado-sociedad (STC 18/1984). En ese proceso mutuo, bajo la actuación
de los principios de seguridad jurídica y legalidad, tanto los poderes públicos
como los ciudadanos deben servir con transparencia y responsabilidad a aque-
llos intereses.
Sin embargo, la realidad muestra que tanto la Administración como el
papel delegado por ésta a los servidores públicos se están acercando de ma-
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nera acelerada a planteamientos en los que se ponen en tela de juicio aquellos
principios.
Pero el proceso de garantía de la responsabilidad y la interdicción de la
arbitrariedad de los poderes públicos no puede circunscribirse exclusivamente
al ejercicio administrativo de las funciones delegadas por la Administración, a
la luz de los casos de abusos de la confianza otorgada en quienes ejercen y
adoptan decisiones políticas (en particular, a través de la Administración).
El papel de la ética no solo es necesario en el actual devenir de la Admi-
nistración, sino que se convierte en pieza elemental en toda función pública.
Toda función directiva lleva consigo una connotación ética que preside el ac-
tuar tanto de los servidores públicos como de todos aquellos que participan
en las decisiones de la Administración.
Este proceso ético parte del cumplimiento de los principios que garan-
tiza la Constitución en su artículo 9.3 CE en orden a reducir la arbitrariedad
de los poderes públicos (SSTC 110/2015, de 28 de mayo de 2015), y se desa-
rrolla a partir de la puesta en marcha de formas más óptimas de ejecución de
procesos o actividades en el seno de la Administración.
Pero en todo proceso de optimización, y más en el área de la Adminis-
tración, donde todo está sometido a procesos altamente burocratizados, es ne-
cesario desarrollar el concepto de buenas prácticas a través del ejercicio de vir-
tudes dentro de una actuación libre, justa, igualitaria y en un marco de
pluralismo político, en un marco de “transparencia”.
Estas buenas prácticas se deducen del actuar propio de la Administración
con base en los principios de: “seguridad jurídica”, “transparencia adminis-
trativa”, interpretación de las normas “conforme a la Declaración Universal
de Derechos Humanos”, “promoción del “interés público”, “respeto al equi-
librio contractual” y “desarrollo de una sociedad participativa”.
A través de la formación impartida, las buenas prácticas se desarrollan
desde un doble plano: resultado material (eficacia y eficiencia de los resultados
que benefician directamente a la Administración). Y justicia personal, dando a
cada empleado lo que le corresponde, en justa compensación por los resulta-
dos obtenidos.
En este sentido, las buenas prácticas permiten que los servidores públicos
contribuyan al desarrollo de comportamiento éticos en orden a asegurar la
transparencia y seguridad jurídica de las actuaciones de la Administración.
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La ética soluciona los dilemas concretos de las personas y las organiza-
ciones. Y gracias al esfuerzo por desarrollar buenas prácticas en la Adminis-
tración, la persona es capaz de alcanzar un modelo de conducta deseable y
ejemplar para otras personas, digno de ser promocionado por todas las orga-
nizaciones, tanto privadas como públicas.
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